Universidad de La Salle

Ciencia Unisalle
Negocios y Relaciones Internacionales

Facultad de Ciencias Económicas y Sociales

1-1-2017

Impacto del narcotráfico sobre el desarrollo económico y social
en la región del Medio y Bajo Atrato, 2006-2015
Natalia Bossa Ángel
Universidad de La Salle, Bogotá

Follow this and additional works at: https://ciencia.lasalle.edu.co/negocios_relaciones

Citación recomendada
Bossa Ángel, N. (2017). Impacto del narcotráfico sobre el desarrollo económico y social en la región del
Medio y Bajo Atrato, 2006-2015. Retrieved from https://ciencia.lasalle.edu.co/negocios_relaciones/82

This Trabajo de grado - Pregrado is brought to you for free and open access by the Facultad de Ciencias
Económicas y Sociales at Ciencia Unisalle. It has been accepted for inclusion in Negocios y Relaciones
Internacionales by an authorized administrator of Ciencia Unisalle. For more information, please contact
ciencia@lasalle.edu.co.

FACULTAD DE CIENCIAS ECONÓMICAS Y SOCIALES
PROGRAMA DE NEGOCIOS Y RELACIONES INTERNACIONALES
INFORME FINAL DE SEMILLEROS
1. Información técnica.
Nombre
del Historia, Cultura Política y Análisis Social
Semillero:
Docente Tutor Juan Carlos Sánchez Sierra
2015-I
Semestres en
2015-II
los que se
2016-I
desarrolló el
2016-II
proyecto:
2017-I
del Impacto del narcotráfico sobre el desarrollo económico y social en la región del
Medio y Bajo Atrato, 2006-2015.
Nombre
Código
Correo electrónico
Teléfono
Estudiante
estudiantil
responsable
Natalia Bossa
64131069
nbossa69@unisalle.edu.co
3023889359
del proyecto:
Ángel
Título
trabajo:

2. Introducción.
El Urabá es una región geográfica ubicada al noroccidente antioqueño, el suroccidente
cordobés y el noroccidente chocoano. Comprende el Eje Bananero y la Cuenca Norte del
Pacífico. La zona de estudio de esta investigación se delimitó dentro la subregión ribereña
del Bajo y Medio Atrato en parte del Urabá Chocoano entre los municipios de Acandí, Bajo
Atrato, Ungía y Carmen del Darién, y Necoclí, Mutatá, Arboletes y Dabeiba adscritos a la
jurisdicción del departamento de Antioquia. Es un área de frontera interna desconectada
económica, administrativa y culturalmente de Medellín y Quibdó, cuyo modelo de
subsistencia agraria se reproduce en ausencia del acceso a los mercados urbanos. La
inexistencia de un proyecto que promueva el desarrollo agroindustrial, le convierte en
escenario adecuado para el asentamiento de actores armados que promueven las economías
ilegales.
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El narcotráfico por su naturaleza mafiosa alcanzó un nivel de transformación social más
allá de la reproducción de la violencia en asocio con actores armados y agentes estatales.
Los órdenes sociales de la cultura del oprobio; modernizaron las ciudades, determinaron
los modelos de producción, el ejercicio del poder político y las relaciones sociales que se
manifiestan de formas opuestas entre las zonas urbanas y rurales. En la subregión del Bajo
y Medio Atrato, el vínculo entre narcotráfico y producción agrícola, fue el fenómeno que
determinó su configuración social, modelo económico, y dinámica de conflicto.
Las condiciones geográficas de difícil acceso, mantuvieron su territorio aislado y
parcialmente deshabitado hasta el éxodo de La Violencia que inició los procesos
migratorios que la poblaron, convirtiéndole en escenario de confluencia étnica y cultural
entre el interior del país, la costa pacífica y la costa caribe. La forma abrupta y heterogénea
como se asentaron las clases sociales más bajas del sur del Pacífico, el nordeste y oriente
antioqueño, y el sur de Córdoba, sumado a las dificultades para vincular la producción
agrícola al mercado de las áreas urbanas, son las razones por las cuales la producción de
coca se ancló como modelo económico, simultáneo a la expansión de los carteles de la
droga, que tuvieron un rol determinante en la dinámica de conflicto que allí tiene lugar.
Primero, porque iniciaron los procesos de titulación de territorios baldíos, que generaron un
fenómeno de concentración de la tierra en ocupación de cultivos ilícitos (Ortiz, 2004).
Segundo, porque bajo su férula de poder generaban empleo para los campesinos en la
producción de coca y elaboración de cocaína. Tercero, porque fortalecieron el aparato
militar de las guerrillas que se asentaban allí, toda vez que proveían seguridad para los
cultivos y laboratorios, y tenían una participación marginal en el negocio (Villamil, 2015).
Cuarto, porque con su desaparición en la década de 1990, el paramilitarismo se fortaleció, y
tanto las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) como las Autodefensas Campesinas de
Córdoba y Urabá (ACCU) se ampliaron en la creación de grupos regionales que se
desplazaron hasta la subregión en una disputa territorial por el control de cultivos y rutas de
tráfico (Duncan, 2006).
En este contexto, su tejido social se divide en dos grupos: uno, que diverge en la
desorganización que promueve la economía de la coca y otro, que bajo la presión del
conflicto armado, se cohesiona mediante de lazos de identidad étnica que construyen
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comunidad en torno al uso colectivo de la tierra (García, 2004), y del cual depende el grado
de desarrollo en materia de educación, resolución de conflictos y provisión de justicia a
través del ejercicio y enseñanza de prácticas culturales (Valencia, 2013), pero que en un
proceso de resistencia, busca el reconocimiento de la ley para titular su propiedad bajo el
amparo del Derecho Constitucional al Uso Colectivo de la Tierra.
En el desarrollo del proyecto “Impacto del narcotráfico sobre el desarrollo económico y
social en la región del Medio y Bajo Atrato, 2006-2015” se adelantó un análisis de la
articulación de la actividad agrícola con el narcotráfico, como una variable que permite la
comprensión del grado de desarrollo económico y social, a la luz de su unidad de propiedad
de tierra y procedencia cultural. En la investigación se sostiene que el narcotráfico tuvo un
efecto ambivalente sobre la región: una adaptación a la violencia como método de
supervivencia bajo el principio de autodefensa y a su vez, un sistema alternativo a la guerra
por medio de organizaciones civiles que responden a formas de resistencia cohesionadas
por la identidad étnica y el uso colectivo de la tierra. No obstante, ambas facciones
implican un costo social, porque obedecen a las relaciones de poder entre actores armados,
que perpetúan la economía de subsistencia agraria a través de los cultivos ilícitos, en
ausencia del Estado como agente garante del derecho a la propiedad colectiva en la
ejecución de la política antidroga, y como agente estimulante en la vinculación del
campesino independiente a la frontera agrícola.

2.1 Descripción de las actividades realizadas
La ejecución del proyecto en el Semillero se dividió por fases, cuyos resultados fueron la
elaboración de cuatro documentos académicos que siguen la misma línea argumental
desarrollada desde la generalidad del problema abordado, hasta la particularidad de un
estudio de caso. Para la elaboración de cada uno de ellos se llevó a cabo un proceso
compuesto por las actividades de recolección de información, exploración bibliográfica e
inferencia del análisis financiadas con recursos propios.
El primer producto, presentó los antecedentes de la política antidroga en Colombia, las
razones de su fracaso durante el enfoque de erradicación forzada entre el 2006 y el 2010; e
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identificó los aportes y retos del Proceso de Paz (2012-2016) para el diseño de un modelo
agrario integral en el tratamiento del problema de cultivos ilícitos1.
El segundo producto, explicó el comportamiento del desplazamiento de cultivos ilícitos
desde el Magdalena Medio, el Valle de Aburrá y el Bajo Cauca hacia las subregiones del
Urabá que comprenden el Atrato y el Darién entre el 2006 y el 2015, con base en su
estructura de propiedad y transformación en la dinámica de conflicto; describiéndole como
zonas en las que la economía de la coca se ancló de forma eficiente con la ruralidad, como
una alternativa de subsistencia en el contexto de anomia social2.
El tercer producto, estudió la ambivalencia de las relaciones sociales que derivan de la
relación entre el narcotráfico y la actividad agrícola en el Bajo y Medio Atrato –la
criminalización de la población civil y la organización comunitaria como forma de
resistencia a la guerra a través de la identidad étnica y el uso colectiva de la tierra–, desde la
perspectiva de sus implicaciones sobre el grado de desarrollo social en materia de pobreza,
educación, salud, seguridad y empleo entre el 2006 y el 20153.
Finalmente, el cuarto producto que resultó de esta investigación, consistió en el estudio de
caso de la Asociación de Organizaciones del Bajo Atrato (AOBA), institución que reúne las
células de organización civil autónoma en torno al uso colectivo de la tierra, que se
consolidaron como proyectos de desarrollo rural alternativo, y cuya seguridad y
supervivencia depende de la producción de coca al servicio de las Fuerzas Armadas
Revolucionarias de Colombia (FARC), el Ejército de Liberación Nacional (ELN),
disidencias de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), las Autodefensas Gaitanistas
de Colombia (AGC) y el Clan Úsuga. El estudio se basó en la inferencia de los vacíos
legislativos de la Ley 70 de 1993, la Ley 160 de 1994 y el Decreto 1745 de 1995 para

1

Ponencia “Posconflicto y narcotráfico: análisis del aporte del Proceso de Paz a la construcción de un modelo integral
en el combate contra el narcotráfico en Colombia” presentada en el IV Congreso de la Red Colombiana de Relaciones
Internacionales. Universidad ICESI. Cali, Colombia. Octubre de 2015.
2
Ponencia “Territorialización y conflicto: economía de la coca en el Urabá, 2006-2010” presentada en el II Congreso de
Estudiantes de Relaciones Internacionales. Universidad de Bogotá Jorge Tadeo Lozano. Bogotá. Colombia. Septiembre de
2015.
3
Ponencia “Narcotráfico y desarrollo en el Bajo y Medio Atrato: estudio de las relaciones sociales y la violencia, 20062015” presentada en el V Encuentro Institucional de Semilleros de Investigación. Universidad de La Salle. Bogotá,
Colombia. Marzo de 2017.
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garantizar la sustitución de cultivos ilícitos del programa vigente, en la medida en la que el
Estado no reconoce su derecho constitucional al uso colectivo de la tierra4.

2.2 Pertinencia del trabajo realizado
La pertinencia de los productos consolidados reside de un lado, en su contribución práctica
para la comprensión del fenómeno de cultivos ilícitos más allá de un asunto de
gobernabilidad y gestión de la política antidroga; como un efecto del problema agrario que
requiere en su tratamiento de la alineación entre la legislación de la propiedad de la tierra,
la empresa privada y el Estado para generar un proyecto económico que vincule al Bajo y
Medio Atrato al mercado local, con el objetivo de no recaer en medidas parciales que
reproduzcan el modelo de subsistencia agraria de las zonas de frontera interna
endémicamente desarticuladas de los centros urbanos de actividad económica y comercial.
De otro lado, allí se identificaron los vacíos de la producción académica sobre el estudio del
Urabá, que ha sido abordado a partir del enclave agroindustrial en el Eje Bananero. Por esta
razón, el trabajo se enfocó en realizar una lectura del grado de desarrollo económico y
social desde la perspectiva del origen del conflicto que tiene lugar en la subregión del Bajo
y Medio Atrato. La investigación aporta elementos de orden histórico para evidenciar que
mientras el conflicto en el Eje Bananero inició durante los primeros decenios del Siglo XX
con la transformación de la hacienda a la acumulación capitalista en manos de las empresas
foráneas –como determinante de las dinámicas de violencia que se gestaron–, en el Bajo y
Medio Atrato, ocurrió hasta finales de la década de 1960 y estuvo impulsado por la
penetración del narcotráfico (Steiner, 2000), porque simultáneo a la expansión de cultivos
de coca, emergió un esquema de organización –o desorganización– social, económico y
cultural, producto de la coacción ejercida por los actores armados.
En este sentido, el proyecto se ajusta a la línea de investigación institucional Estudios de
Paz de la Universidad de La Salle, que se ha articulado con el contenido de la malla
4

Ponencia “Asociación de Organizaciones del Bajo Atrato: desarrollo social y sustitución de cultivos ilícitos en
desconocimiento del Derecho a la Propiedad Colectiva de la Tierra, 2010-2015” presentada en el XV Encuentro
Regional de Semilleros de Investigación de la Red Colombiana de Semilleros de Investigación. Universidad Cooperativa
de Colombia. Bogotá, Colombia. Mayo de 2017.
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curricular del programa de Negocios y Relaciones Internacionales a propósito de la
negociación del Acuerdo de Paz entre el gobierno colombiano y la guerrilla de las FARC;
sus efectos sobre las dimensiones económica y política a nivel local, y las implicaciones a
nivel internacional en materia de relaciones bilaterales, narcotráfico, cooperación,
financiación y seguridad regional. El Semillero Historia, Cultura Política y Análisis Social,
aborda a través del trabajo de investigación que se desarrolla en su interior, los cinco ejes
temáticos de la línea Estudios de Paz – 1. Discusión ética y política; 2. Vínculo entre
justicia, ley y desigualdad; 3. Poder, violencias e iniciativas de paz; 4. Territorio y
convivencia intercultural; y 5. Construcción de paz–. El conjunto de trabajos de los que se
desprende este informe profundizó en el segundo, tercer y quinto eje temático a través de
los productos realizados y la socialización de sus resultados en espacios académicos
multidisciplinares y disciplinares en simposios, congresos, debates, conversatorios y dentro
de las aulas de clase en discusiones y análisis de coyuntura, que fortalecieron a través de las
disciplinas de Historia, Ciencia Política, Economía y Derecho, las actividades de
recolección de información requerida en el proceso de investigación.

3. Narrativa de la experiencia.
Introducción
El proceso de investigación en el Semillero tuvo una duración de cinco semestres
consecutivos (2015 I-2017 I), en los que se desarrollaron las cuatro fases del proyecto. Sin
embargo, previo a la formalización de la vinculación ante la Vicerrectoría de Investigación
y Transferencia (VRIT), durante el segundo periodo académico del año 2014 se realizó una
etapa introductoria en la que se eligió el tema, y se realizó una revisión bibliográfica de la
producción intelectual relevante sobre el Urabá para identificar vacíos y oportunidades de
la literatura; con base en ello, se definió la zona y variables de estudio, y el problema de
investigación.
En el primer semestre de permanencia en el Semillero, se trabajó sobre la propuesta de
investigación y se estableció un cronograma que precisaba las actividades necesarias para
su ejecución, el cual acordaba con el docente tutor dos reuniones mensuales para el
6

seguimiento y acompañamiento del proyecto, con el compromiso de enviar previamente los
avances para su revisión y aprovechar de forma eficiente las asesorías en la
retroalimentación de los mismos, y el establecimiento de próximos compromisos. Dada la
complejidad del tema y la zona de estudio definida, se decidió dividir el trabajo en cuatro
partes que abordaran el problema de lo general a lo particular; y se dio inicio a la
elaboración del primer producto, que dio como resultado la revisión de los antecedentes de
la política de erradicación forzada y del problema agrario en Colombia, y un análisis de
coyuntura del aporte del Proceso de Paz (2012-2016) a la materia.
En el segundo semestre, una vez establecida la correlación entre la distribución de la tierra
en Colombia y la creciente tendencia de cultivos ilícitos, se hizo un mapeo de la
conformación territorial de los cultivos ilícitos en Colombia entre el 2006 y el 2015, el cual
encontró que mientras en las regiones del Magdalena Medio, el Valle de Aburrá y el Bajo
Cauca disminuía la concentración de hectáreas en ocupación de coca, marihuana y
amapola, en el Urabá aumentaba año a año de forma exponencial. La explicación causal del
fenómeno de dispersión se consolidó en la elaboración del segundo producto con base en el
estudio del origen y los cambios en la dinámica de conflicto en el Bajo y Medio Atrato.
Adicionalmente, en los meses de septiembre y octubre del 2015 se presentaron los
resultados de ambos productos en el IV Congreso de la Red Colombiana de Relaciones
Internacionales y el II Congreso de Estudiantes de Relaciones Internacionales
respectivamente.
En el tercer semestre, se realizó previo a la elaboración del documento escrito, una
exploración de etnicidad, proceso de poblamiento y organización social de la subregión; y
un registro del panorama de desarrollo económico y social entre el 2006 y el 2015 que tomó
como variables: hectáreas en ocupación de cultivos ilícitos, pobreza, educación, salud,
seguridad y empleo. La inferencia del análisis hace especial énfasis en la importancia de las
organizaciones civiles cohesionadas por el uso colectivo de la tierra, como células de las
que depende el grado de desarrollo social de la población a través de la provisión de empleo
y reparación de elementos de la cultura y la identidad erosionados por la dispersión de la
violencia difusa, y la permanencia de la violencia armada.
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En el cuarto semestre, se realizó el estudio de caso posterior al desarrollo del concepto de
seguridad jurídica para la sustitución de cultivos ilícitos, con el fin de comprender el
derecho constitucional al uso colectivo de la tierra, y los vacíos de las leyes que le regulan
en Colombia. El último producto, expone a través de la situación de la Asociación de
Organizaciones del Bajo Atrato (AOBA), el problema de la titulación de la tierra, la
resistencia civil y la dependencia hacia los actores armados tanto en la provisión de
seguridad, como en la fuente de ingresos derivados de la producción de coca a su servicio.
Finalmente, en el quinto semestre de permanencia se socializaron los resultados de los
productos realizados durante el año 2016, en el V Encuentro Institucional de Semilleros de
la Universidad de La Salle, y el XV Encuentro Regional de Semilleros respectivamente. En
adición, el trabajo se concentró en la estructuración de la propuesta de investigación para la
modalidad de Semillero como trabajo de grado.

3.1 Presentación de los hallazgos derivados del proceso de investigación
Durante el proceso de ejecución del trabajo se desarrollaron cuatro conceptos que
componen el conjunto de hallazgos de la investigación: 1. Naturaleza de las actividades
productivas, 2. Tendencia de concentración de la tierra, 3. Tipo de conflicto, y 4. Seguridad
jurídica.
Esta investigación encontró, en primer lugar que el despertar del Bajo y Medio Atrato
estuvo impulsado por la vinculación del narcotráfico con la ruralidad, y ubica la naturaleza
de sus actividades productivas en el marco de la ilegalidad como un modelo de economía
de subsistencia que responde a las condiciones en las que se configuró socialmente su
territorio.
La subregión se ubica de norte a sur en el valle del Río Atrato, sobre la apertura del Golfo
de Urabá, el cual linda con el Tapón del Darién y la franja costera de Antioquia. Sus
condiciones geográficas de altura, clima, densidad de la vegetación, y nivel de humedad
dificultan incluso, la comunicación entre municipios vecinos; esto explica las razones por

8

las que permaneció en un estado de letargo en el rol de corredor de contrabando y ruta de
tráfico de drogas, hasta la segunda mitad del Siglo XX.
Los flujos migratorios que arribaron al norte urabeño, sobre el Eje Bananero dado al auge
de la exportación de frutas tropicales entre 1900 y 1930, no alcanzaron a tocar sus
territorios que estaban escasamente habitados por pequeñas comunidades afrodescendientes
que vivían de la recolección y comercialización de nuez de tagua (Parsons, 1961). Su
proceso de poblamiento sucedió de forma heterogénea en dos fases distintas. La primera,
obedeció a la campaña de colonización antioqueña durante la década de 1920. Sin embargo,
la pretensión era la extracción temporal de recursos en expediciones cortas a cargo de la
clase social más baja de Medellín, el nordeste y el oriente del Departamento. La segunda,
fue a causa de La Violencia (1948-1958) que dio como resultado el asentamiento de
diversos grupos de personas vistos como el residuo de la avanzada de la radicalización
política de la izquierda desde el sur de la costa Caribe, del éxodo indígena desde el interior
del país, y de los vestigios de la esclavitud de comunidades negras perseguidas desde el sur
del Pacífico.
En ausencia de un proyecto de expansión de los departamentos a los cuales pertenece su
territorio, las diferencias culturales y la hostilidad de las condiciones en las que se ocuparon
los terrenos baldíos; su tejido social conformó una clase de campesinado marginado,
percibido como forajido y que encontraba serias dificultades para impulsar la actividad
agrícola dada la desconexión con los epicentros comerciales de la región, y las condiciones
de competencia en el mercado. Asimismo, el nulo alcance de la administración
gubernamental delegó la autoridad –aún vigente– en la figura del cacique político5, lo cual
acentuó las asimetrías sociales y la violencia.

5

Entiéndase como cacique político la figura clientelista predominante durante el Siglo XIX y primera mitad del Siglo XX
en las áreas rurales de América Latina, definido por Albertazzi, (2014) como una especie de señor feudal, que detenta el
poder local y controla el voto mediante la repartición de favores personales, contratos y beneficios; cuyos efectos son la
erosión de la participación ciudadana, y el fracaso de las instituciones liberales. En Colombia, el clientelismo emana de la
corrupción administrativa como resultado del conflicto político desde la conformación de su Estado (Uribe, 1986), y sus
manifestaciones han prevalecido hasta ahora. Para el caso del Bajo y Medio Atrato, la desconexión administrativa con
Antioquia y Chocó, ha permitido que se mantenga vigente en el tiempo el caciquismo como un mecanismo de captación
de votos de la política local (Ortiz, 2004), sin una agenda de gobierno que incluya a sus municipios en proyectos de
desarrollo económico y social, y que favorece los intereses de grandes propietarios en procesos de titulación de la tierra y
adjudicación de contratos de explotación agrícola, minera y forestal, en detrimento del bienestar de la población.
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Para la década de 1970, los carteles de Cali y Medellín que adquirían cada vez más poder,
encontraron en la ausencia de Estado, la miseria de la población y la extensión de terrenos
sin titulación, una oportunidad de negocio con el establecimiento de cultivos ilícitos y
laboratorios de procesamiento que reducían los costos de producción en la medida en la que
cortaba la distancia de las rutas de salida por el Tapón del Darién. La concentración de
mano de obra para la expansión de cultivos de coca entonces, se convirtió en aliciente
durante las siguientes dos décadas para los narcotraficantes de ambos carteles que iniciaron
la compra de títulos a nombre de terceros hasta acumular grandes porciones de territorio
sobre las franjas costeras, el Tapón del Darién y a lo largo de la cuenca del Pacífico de
norte a sur contabilizados en alrededor de 20.300 hectáreas (Ortiz, 2004).
En segundo lugar, a través de esta investigación se encontró que a diferencia del resto del
país, la concentración de la tierra en el Bajo y Medio Atrato, no presentó tendencia hacia la
acumulación terrateniente. Al igual que la economía, la autoridad, la provisión de seguridad
y de justicia; la legalización de títulos de la extensión de territorios baldíos también estuvo
promovida por el narcotráfico. Previo a la década de 1970, las fincas que contaban con
titulación no ocupaban una extensión superior a 15 hectáreas (Ortiz, 1994) y coexistían con
territorios de uso colectivo, de los cuales la mayoría no habían legalizado su propiedad. La
oleada de procesos para la legalización de títulos se dio durante el periodo de compra a
cargo de los carteles, pero una vez diseminados en la década de 1990, inició el conflicto al
margen de la legalización de la propiedad por hectáreas que fueron declaradas en extinción
de dominio, en una pugna por el control territorial impulsada por la ocupación cíclica de
vacíos de poder entre actores armados.
En tercer lugar, durante la investigación se encontró que a partir de la década de 1990, del
cambio en la estructura de propiedad en el marco de la ilegalidad por el control de la
producción de coca y rutas de tráfico de armas, contrabando y drogas, derivaron dos
consecuencias que legaron el tipo de conflicto que tiene lugar en la subregión. Primero, con
la cada vez mayor participación de las FARC en el negocio del narcotráfico a través de la
expansión de los frentes tres y cinco, y el fortalecimiento del paramilitarismo, se
delimitaron fronteras que terminaron por criminalizar a la población civil a través de la
división de lealtades bajo un principio de supervivencia. Segundo, desde 1996 los lazos de
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cohesión étnica y racial se empezaron a organizar en torno al uso colectivo de la tierra
(Walker, 2010), a través de la creación de asambleas comunitarias que tenían la función de
mediar con los grupos armados para abrir espacio a proyectos de desarrollo social por
medio de la reparación de elementos de la cultura y la identidad (Oslender, 2007). Sin
embargo, para la promoción de prácticas de resistencia se necesitaba además de la acción
comunitaria; la conexión con la empresa privada, el Estado y el reconocimiento de la ley
para ejercer su Derecho Constitucional a la Propiedad Colectiva, con el fin de establecer un
modelo económico sostenible que mantuviese a la población a distancia de las FARC, el
ELN, las AGC, el Clan Úsuga y las disidencias de las AUC. Dada la ausencia del apoyo
institucional y legal, la supervivencia de los brotes de organización civil autónoma depende
de su mantenimiento en la producción de drogas ilícitas al servicio de los actores armados.
La importancia del uso colectivo de la tierra en la subregión, reside en su capacidad para
construir comunidad, que en el contexto de violencia se ha convertido en proyecto de
desarrollo económico y social fuera de los alcances de la guerra. Sin embargo, el problema
no solo ha sido lograr la titulación de la tierra –la mayoría de las organizaciones ocupan
territorios baldíos o bajo una figura de arrendamiento condicionada por la producción de
coca, y pactada con actores armados (Walker, 2008)–, sino el reconocimiento
constitucional para su uso colectivo. El proceso legal se ha visto entorpecido por diversos
factores. Primero, los vacíos legales de la Ley 70 de 1993 que excluye en sus disposiciones
a las organizaciones civiles del uso colectivo de la tierra. Segundo, por la represión de
1.200 solicitudes de titulación desde el año 2006 como resultado de la desmovilización
paramilitar, y que han sido entregadas de forma cuestionable a empresas privadas para la
explotación de recursos

minerales y forestales (Baracaldo, 2016). Finalmente, el

estancamiento del caso de las tierras de Funpazcord que a la fecha, no ha definido la
situación de las 10.000 hectáreas dentro de la subregión que habían sido prometidas luego
de la desmovilización paramilitar, a parceleros víctimas del conflicto armado (INCORA,
2015).
Por último, con la investigación se pudo constatar que la seguridad jurídica para las
organizaciones civiles representa el reconocimiento de su derecho al uso colectivo de la
tierra, tanto como proyecto de sociedad víctima de las múltiples manifestaciones de la
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violencia durante el conflicto armado, como garantía de vinculación a modelos de
desarrollo agrario bajo iniciativas de paz para recibir asesoría técnica y asistencia financiera
en programas de explotación asociativa en los que las compras de las cosechas estén
garantizadas a los precios del mercado negociados con mayoristas. Es importante acotar
que la mediación de las organizaciones que hacen uso colectivo de la tierra ha permitido su
permanencia en los territorios que habitan, contrario a los 7.000 casos denunciados de
campesinos que a pesar de tener las escrituras de sus territorios han sido despojados entre el
2006 y el 2015 (Defensoría del Pueblo, 2015).
El desafío que ahora encuentran el grupo de organizaciones civiles consignadas en la
Asociación de Organizaciones del Bajo Atrato (AOBA), es iniciar el proceso de sustitución
de cultivos ilícitos tal como quedó diseñado en el programa nacional puesto que, al no estar
reconocidos por el Derecho Constitucional al Uso Colectivo de la Tierra, quedaron fuera de
las garantías de la Ley 70 de 1993, la Ley 60 de 1994, y el Decreto 1745 de 1995, y por
consiguiente, fuera del tratamiento especial y beneficios para grupos étnicos estipulados por
la Sentencia T-282 de 2011 y la Sentencia T-379 de 2014 de la Corte Constitucional.

La desprotección que supone iniciar un proceso de sustitución que luego de permanecer
cinco años en la producción agrícola legal, otorga la titulación individual de la tierra, es que
los actores armados continúan ejerciendo presión sobre la población civil al punto de
desplazar familias de parceleros aun cuando ostentan título de propiedad mientras que, las
organizaciones civiles cuentan con el respaldo de las Naciones Unidas, Amnistía
Internacional, y diversas organizaciones internacionales defensoras de derechos humanos;
es decir, tienen mayor capacidad de negociación para abrirse espacio en el contexto de
conflicto en el que habitan.
Así las cosas, la resistencia pacífica de la AOBA busca extender la protección del
reconocimiento del derecho a la propiedad colectiva sobre la tierra –que hasta ahora,
únicamente reconoce comunidades negras e indígenas– a las organizaciones civiles
conformadas como consecuencia de la intensidad del conflicto armado. Su objetivo es
alcanzar la titulación colectiva de 2.000 hectáreas de grupos organizados bajo la figura de
Consejos Comunitarios con el fin de no quedar fuera de la protección de la ley en el
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proceso de sustitución de cultivos ilícitos y así garantizar la no reincidencia de sus
miembros.

3.2 Estrategias para la construcción de aspectos metodológicos, teóricos y analíticos
aprendidos en el Semillero
Las cuatro partes que componen el proyecto, cuentan con una extensión promedio de diez a
doce páginas, cuyo desarrollo se basó en el uso de metodología cualitativa no experimental
comprendida en cuatro etapas de elaboración:
1. Recolección de información: la información se obtuvo a través de tres canales de
recolección: a. Fuentes oficiales; b. Fuentes secundarias en el estudio de la violencia,
narcotráfico, etnicidad, el problema agrario en Colombia, clase empresarial colombiana,
paramilitarismo, guerrillas y conflicto armado; y c. Fuentes institucionales para la revisión
de leyes, sentencias, decretos y resoluciones de sus publicaciones por la Defensoría del
Pueblo, el Instituto Colombiano de Reforma Agraria, el Ministerio de Agricultura, la Corte
Constitucional de Colombia, el Archivo General de la Nación; la UNODC, el Banco de la
República, el DANE y la CEPAL.
2. Exploración bibliográfica: durante esta etapa, se seleccionaron los textos relevantes con
base en las variables de estudio definidas –unidad de propiedad de tierra y procedencia
cultural–. Sin embargo, uno de los inconvenientes para el desarrollo de la investigación, fue
la construcción del análisis a partir de la información recolectada, puesto que no existen
antecedentes que precisen el estudio del tema escogido, razón por la cual se reconstruyó la
realidad con base en la producción académica del Urabá y el Pacífico, y a partir de ello se
elaboraron dos estrategias de deserción de la información.
Estrategia 1: lectura de textos académicos
La selección de bibliografía, incluía textos complejos en contenido y forma que requerían
diferentes técnicas de comprensión de lectura para el debido aprovechamiento del tiempo
en el proceso de investigación. Dentro del Semillero para la revisión de tesis, informes
oficiales y artículos de prensa, se hizo uso del nivel de lectura local y técnica de
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reconocimiento de palabras clave en el establecimiento de relaciones entre sus significados
para poder comprender, recordar y parafrasear las ideas del texto por separado. Mientras
que, para la revisión de libros de investigación, trabajos historiográficos y artículos
académicos se hizo uso del nivel de lectura elaborativa y las técnicas de extracción de
ideas, y construcción de relaciones entre las ideas generales y particulares del texto, para
construir inferencias, resolver nuevos problemas y modificar el conocimiento previo.
Estrategia 2: fichas bibliográficas
Las fichas bibliográficas siguieron la siguiente estructura acordada con el docente tutor:
Título
Referencia bibliográfica
Contexto espacio-temporal
Hipótesis
Resumen
¿Qué aporta a la investigación?

La estructura definida, tenía como objetivo construir una línea temporal de análisis para la
comprensión de la relación entre la actividad agrícola y el fenómeno del narcotráfico. De
esta forma, se dio orden lógico al trabajo en la elaboración de la argumentación dado a la
multiplicidad de variables que inciden en el problema de investigación.
3. Inferencia del análisis: una vez culminada la revisión documental, con base en los
aportes de la bibliografía a las variables de estudio escogidas resumidos en las fichas
escritas, se procedió a organizar las ideas en torno a la hipótesis elaborada. Sin embargo,
dado a que la zona de estudio es una subregión geográfica, el análisis de la información
cuantitativa se hizo a partir de la organización de las cifras y los datos por municipios y
posteriormente, se convirtió en proporciones, gráficas y promedios para facilitar su lectura
en la elaboración de conclusiones a partir de los resultados encontrados.
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Estrategia 3: análisis de datos cuantitativos
Hectáreas en ocupación de cultivos ilícitos en la subregión del Bajo y Medio Atrato,
2015:
La siguiente tabla se elaboró con el propósito de ilustrar y comprender la dimensión del
problema de cultivos ilícitos de la subregión y su representación a nivel departamental y
nacional.
Chocó
Antioquia

Municipio

Total

Total hectáreas

Total

% respecto al

% respecto al

hectáreas

cultivos ilícitos

hectáreas

total de

total de

cultivos

en la zona de

cultivos ilícitos

cultivos ilícitos

cultivos ilícitos

ilícitos por

estudio:

del Dpto:

a nivel

a nivel

departamental:

nacional:

municipio
Acandí

(suma del

(1*total de

(1*96.000/to-

Bajo Atrato

total de hectá-

hectáreas

tal hectáreas

Ungía

reas por muni-

en la zona de

por municipio)

cipio en

estudio/total

Carmen del
Darién

cada

departamento)

hect del dpto)

Necoclí
Mutatá
Arboletes
Dabeiba

Fuente: elaboración propia con información tomada de UNODC, (2015).
Primero, la información se organizó por municipios y se totalizó la cantidad de hectáreas en
ocupación de cultivos ilícitos de la zona de estudio. Una vez hallado este dato, a través de
dos ecuaciones simples se halló la proporción de hectáreas de cultivos ilícitos por
municipio de la zona de estudio, respecto al total de hectáreas de cultivos ilícitos de cada
departamento; y la proporción de hectáreas de cultivos ilícitos por municipio de la zona de
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estudio respecto al total de hectáreas de cultivos ilícitos a nivel nacional reportado hasta el
2015.
Estado de la titulación de la tierra en el Bajo y Medio Atrato, 2015 con relación a la
cantidad de hectáreas en ocupación de cultivos ilícitos:
La siguiente tabla realizó una aproximación al problema: ¿qué porcentaje de hectáreas de
cultivos ilícitos son de propiedad privada, resguardo, baldías, extinción de dominio y
privada particular respectivamente? Esta pregunta se planteó con el objetivo de establecer
analíticamente la relación entre la problemática de la distribución y titulación de la tierra, y
la presencia del narcotráfico en la región.
Propiedad:

Privada

Comerciabilidad:

Inalienable

Uso:

Agrícola/Ganadero

Hectáreas

% de héctareas

de

de cultivos

propiedad:

ilícitos
(1*Hectáreas

de

propiedad/total
Resguardo

Inalienable

Agrícola

hectáreas de

Baldías

Adjudicable

Agrícola

cultivos ilícitos

Extinción de

Alienable

Agrícola

en la zona de

dominio
Privada Particular

estudio)
Alienable

Forestal

Fuente: elaboración propia con información tomada de INCORA, (2015); Defensoría del
Pueblo, (2015); y UNODC, (2015).
Para su elaboración, primero se organizaron los datos: tipo de propiedad, comerciabilidad y
uso, por municipio. Segundo, se totalizó la cantidad de hectáreas por tipo de propiedad, y
finalmente, se planteó una ecuación simple para hallar la proporción de hectáreas de
cultivos ilícitos por tipo de propiedad, con base en el total de hectáreas de cultivos ilícitos
en la zona de estudio, hallados en la tabla anterior.
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3.3 Productos derivados del trabajo en el Semillero.
Posconflicto y narcotráfico: análisis del aporte del Proceso de Paz (2012-2016) a la
construcción de un modelo integral en el combate contra el narcotráfico en Colombia,
2006-2015.
El aporte de la negociación del Proceso de Paz (2012-2016) es el reconocimiento del
problema agrario como factor explicativo de los alcances y las limitaciones de la política de
reducción de oferta ejecutada a partir de la década de 1990. Sin embargo, el modelo
integral de la política antidroga en la generación de desarrollo económico rural para el
posconflicto, debe estar alineada con el proceso de titulación de la tierra, despenalización
de delitos conexos al narcotráfico asociados a la producción agrícola,

inclusión de

campesinos en la participación de procesos políticos, financiación de sustitución manual, y
un sistema de acceso a maquinaria e insumos a precios del mercado que eviten restar
competitividad al producto. En el marco del debate sobre la eficiencia entre las políticas
represivas y las políticas de regulación del daño de las drogas ilícitas, éste trabajo se enfoca
en el estudio de la política antidroga del control de la oferta entre el 2006 y el 2015, con el
fin de dar respuesta a la pregunta: ¿Cuál es el aporte del Proceso de Paz a la elaboración de
un modelo integral de política anti-droga? Para la cual se asevera que los esfuerzos en la
creación del desarrollo rural alternativo encaminados a controlar los cultivos ilícitos
mediante la promoción de actividades agrícolas lícitas, han generado resultados
insostenibles en el tiempo debido a la desarticulación entre infraestructura, propiedad de la
tierra, y justicia, puesto que se ha limitado a la creación de programas temporales que
terminan por asistir la coyuntura, generar un fenómeno de desplazamiento de la producción
ilegal, y dar espacio a la reincidencia dadas las condiciones de pobreza. Esta investigación
se basa en el estudio de prácticas documentadas en la literatura académica sobre el tema, y
la evidencia de los informes de área de coca cultivada en Colombia durante el periodo de
estudio para finalmente, realizar un mapeo del desplazamiento de cultivos ilícitos e
identificar en el Urabá el punto de concentración de los mismos.
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Territorialización y conflicto: economía de la coca en el Urabá, 2006-2010.
La producción de coca presentó un aumento entre el 2006 y el 2010 en el Urabá respecto a
la reducción en las demás subregiones de los departamentos de Antioquia y Chocó, de
acuerdo con la UNODC, (2015). En esta investigación se explican las razones del
desplazamiento de cultivos ilícitos hacia los municipios del Bajo y Medio Atrato, y se
argumenta que la concentración de hectáreas de coca obedece al cambio en la dinámica del
conflicto armado luego de la desmovilización paramilitar en el año 2006, puesto que fue el
hito que introdujo a la empresa privada como actor principal en el conflicto por la titulación
de la tierra, y originó un cambio en los órdenes de adjudicación de propiedad de territorios
baldíos y fincas entregadas por las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) en el marco
de la negociación. El territorio que no fue entregado bajo figura de concesión o compra
para proyectos de explotación de recursos minerales, hídricos y forestales, pasó a disputarse
entre disidencias paramilitares en asociación con células de autodefensas regionales, y
frentes de la guerrilla de las FARC y el ELN, que encontraron los terrenos de transición
legal a campesinos víctimas del conflicto armado, adeptos para el establecimiento de
cultivos ilícitos como respuesta a la presión de la erradicación forzada que se desplegó en
las zonas del Bajo Cauca, el Magdalena Medio, el Valle de Aburrá y el sur del país (20062010). En este trabajo se estudia la clase empresarial del Urabá, la estructura de propiedad
y el modelo económico de la región en el establecimiento de la relación entre la
subsistencia agraria y el narcotráfico a través de revisión documental, que aduce a que el
resultado de esta reconfiguración del conflicto, fue el aumento de la concentración de la
tierra y la agudización de la violencia armada y difusa.

Narcotráfico y desarrollo en el Bajo y Medio Atrato: estudio de las relaciones sociales
y la violencia, 2006-2015.
La relación entre el narcotráfico y la ruralidad, fue el fenómeno que impulsó la
configuración social, modelo económico, y dinámica de conflicto del Bajo y Medio Atrato.
Los flujos migratorios (1940-1960) producto del éxodo indígena, los vestigios de la
esclavitud y la miseria de la clase social más baja de Medellín y el Valle de Aburrá que
poblaron su territorio, fueron el aliciente para concentrar la mano de obra en cultivos
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ilícitos. El narcotráfico logró penetrar las formas de vida de los campesinos tanto en la
noción de subsistencia que ampliaba el margen de ganancia derivado de la producción de
coca, como en el establecimiento de una dinámica de violencia inherente a la disputa
territorial y las fronteras difusas entre grupos de naturaleza criminal, insurgente y
paramilitar; debido a que terminaron por dividir lealtades y crear un ambiente de
retaliaciones que desembocó en la criminalización de la población civil bajo un principio de
autodefensa. En esta investigación se intenta responder a la pregunta: ¿Cuál ha sido el
efecto de la penetración del narcotráfico a la vida rural sobre de las dimensiones de empleo,
educación, salud, y seguridad? Mediante un rastreo bibliográfico en estudios de etnicidad y
violencia armada, y el registro de los indicadores de calidad, cobertura, ingresos e
infraestructura de las variables elegidas durante el periodo de estudio.

A manera de

argumentación, se sostiene que el efecto de la concentración del empleo en la producción
de cultivos ilícitos, es la división de la población en dos grupos: el primero, que responde a
la violencia que promueve la economía ilegal y el segundo, que se cohesiona por medio de
lazos de identidad étnica que gestan comunidad en torno al uso colectivo de la tierra como
un proyecto de desarrollo rural, que ante las condiciones de pobreza y deficientes niveles de
cobertura en seguridad social provee empleo, educación y justicia a través del ejercicio y
enseñanza de prácticas culturales. Sin embargo, para ambos grupos la producción de coca
al servicio de actores armados es la base de su subsistencia, y corresponde a uno de los
obstáculos para articular a la subregión a proyectos de desarrollo agrario con el Estado y la
empresa privada.

Asociación de Organizaciones del Bajo Atrato: desarrollo social y sustitución de
cultivos ilícitos en desconocimiento del Derecho a la Propiedad Colectiva de la Tierra,
2010-2015.
Los brotes de organizaciones civiles en la subregión del Bajo y Medio Atrato responden a
dinámicas de resistencia ante el conflicto armado, y tienen un carácter comunitario que se
propone como estrategia alternativa para el desarrollo. La composición de su tejido social,
obedece a la confluencia entre la costa pacífica, la costa caribe y el interior del país que allí
tiene lugar; y dado a la intensidad de la violencia armada, desconexión con el mercado
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urbano y ausencia de administración local, su modelo económico se encuentra en función
de la producción de coca para los actores armados, que garantizan su supervivencia siempre
y cuando se mantengan en la producción de cultivos ilícitos. No obstante, debido a su
procedencia cultural, la unidad de propiedad de la tierra que emerge de estas organizaciones
corresponde al uso colectivo de la misma. En este orden de ideas, se busca responder a la
pregunta: ¿Cuál es el grado de eficiencia requerido en materia de reforma estructural para
garantizar la transición de cultivos ilícitos de esta organización hacia su Derecho a la
Propiedad Colectiva de la Tierra? En este estudio de caso sostiene que la Asociación de
Organizaciones del Bajo Atrato en el proceso de sustitución de tierras, resulta una estrategia
infructuosa, toda vez que el desconocimiento a su derecho al uso colectivo de la tierra (en
el marco de lo estipulado en la Ley 70 de 1993), deja por fuera las garantías de
supervivencia, coarta los vínculos comunitarios que generan desarrollo económico y social,
y abre espacios para la reincidencia a través de la presión que ejercen los actores armados
que ocupan la región.

3.4 Articulación del trabajo en el Semillero con otros espacios formativos en el
Pregrado
El proyecto realizado en el Semillero, fue un proceso complementario entre el aprendizaje
de construcción de investigación y metodología, y el fortalecimiento de competencias de
observación, cuestionamiento, interpretación y crítica estimuladas dentro de los espacios
formativos del Pregrado. Para la elaboración del trabajo, se hizo uso de herramientas
adquiridas en las áreas de conocimiento cuantitativo y cualitativo que oferta el Programa de
Negocios y Relaciones Internacionales en tres aspectos:
Primero, la búsqueda de información estuvo complementada por parte de la bibliografía
trabajada en los espacios académicos de Teoría del Estado y el Gobierno, Estructura
Económica Colombiana, Enfoques de Coyuntura Nacional, y Geopolítica y Geoestrategia;
en lo que respecta a la historia de Colombia, la formación de la empresa y las tendencias
económicas del país, el problema agrario, y el estudio del narcotráfico y sus efectos a nivel
económico y político.
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Segundo, a lo largo del desarrollo de la carrera universitaria, se forjaron habilidades
simultáneo a la adquisición de conocimiento del contenido de los Syllabus, que dentro de la
investigación se materializaron en la capacidad de análisis de coyuntura a partir de la
deserción de la historia, el uso de teorías y paradigmas para ubicar el fenómeno de
investigación, el establecimiento de relaciones entre las variables de estudio, y la lectura de
dinámicas de política pública y exterior que tienen efecto sobre el problema de
investigación abordado. Adicionalmente, las habilidades matemáticas fueron útiles en la
organización de los datos cuantitativos que dieron soporte a la hipótesis y a los resultados
de cada uno de los productos, con base en cruce de información, ponderaciones y
construcción de gráficas, que permitieron la articulación de su interpretación con el análisis
cualitativo.
Finalmente, con el fin de trabajar de forma constante y desde diversas perspectivas el tema
seleccionado para el Semillero, simultáneo a las actividades de formación dentro de los
espacios académicos, se elaboraron ensayos, reseñas y exposiciones que abordaban sobre
todo, los temas de distribución de la tierra en Colombia, la economía subterránea del
narcotráfico y sus efectos sobre las zonas rurales del país, con especial énfasis en el Urabá.

4. Logros.
Dentro de la permanencia en el Semillero, tanto en el proceso de investigación como en la
elaboración de los productos, se fortalecieron competencias investigativas, cognitivas y
sociales:
 Observación: adquisición de capacidad para comprender el problema, relacionar
información, cuestionar y asumir una postura.
 Lectura: a través del aprendizaje de técnicas de lectura –local y elaborativa– y
comprensión, con el fin de agilizar la etapa de recolección y exploración
bibliográfica.
 Expresión escrita: previo a la redacción de cada uno de los productos, se definió un
esquema como guía de apoyo para seguir la línea argumental, que consistió en
enlistar las ideas principales que encabezarían la descripción del desarrollo actual
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del tema, descripción de conceptos, desarrollo de la hipótesis y el desarrollo y
ejemplificación del problema.
 Expresión oral y corporal: para la socialización de los productos, el docente tutor
revisó los posters y presentaciones audiovisuales. Además, se hicieron ensayos
previos a las presentaciones con el fin de corregir la postura, el tono de la voz, la
vocalización y el lenguaje gestual.
 Creatividad: para transmitir de forma precisa y clara la información, para que el
receptor pudiera comprender el problema de investigación y su desarrollo.
Adicional a las habilidades adquiridas y fortalecidas, la investigación socializó sus
resultados en eventos académicos disciplinares y multidisciplinares. Los trabajos titulados
“Posconflicto y narcotráfico: análisis del aporte del Proceso de Paz a la construcción de
un modelo integral en el combate contra el narcotráfico en Colombia”

y

“Territorialización y conflicto: economía de la coca en el Urabá, 2006-2010” fueron
presentados en eventos disciplinares organizados por la Red Colombiana de Relaciones
Internacionales en la IV versión de su congreso durante los días 8 y 9 de octubre de 2015, y
la Universidad Jorge Tadeo Lozano en el II Congreso de Estudiantes de Relaciones
Internacionales durante los días 24 y 25 de septiembre de 2015, respectivamente. El
objetivo, fue aportar al fortalecimiento de la investigación de coyuntura nacional e
internacional del programa de Negocios y Relaciones Internacionales, y su participación en
el diálogo entre docentes, conferencistas y estudiantes de diversas universidades a nivel
nacional.
Acorde con la iniciativa de la Universidad de promover espacios de interacción entre todas
las líneas de investigación de las facultades, se representó al Semillero Historia, Cultura
Política y Análisis Social en el V Encuentro Institucional de Semilleros de Investigación
realizado en la Universidad de La Salle durante los días 1os días 16 y 17 de marzo de 2017
en la presentación del trabajo titulado “Narcotráfico y desarrollo en el Bajo y Medio
Atrato: estudio de las relaciones sociales y la violencia, 2006-2015”, y finalmente se
presentó el trabajo “Asociación de Organizaciones del Bajo Atrato: desarrollo social y
sustitución de cultivos ilícitos en desconocimiento del Derecho a la Propiedad Colectiva de
la Tierra, 2010-2015” en el XV Encuentro Regional de Semilleros durante los días 9, 10,
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11 y 12 de mayo de 2017 organizado por la Red Colombiana de Semilleros de
Investigación. El objetivo de participar en los eventos multidisciplinares de los encuentros a
nivel institucional y regional entre semilleros es aportar al progreso científico de la
Universidad a través de sus espacios de investigación, y dar a conocer el trabajo
extracurricular que se realiza desde las Ciencias Sociales con el apoyo de la dirección del
programa de Negocios y Relaciones Internacionales.

5. Dificultades y Retos.
Dentro de la permanencia en el Semillero, se hicieron evidentes dos aspectos que pueden
complementar las competencias de investigación adquiridas por los estudiantes miembros.
En primer lugar, es pertinente mencionar que dada la variedad de temas de la línea de
investigación a la que pertenecieron cada uno de los proyectos del grupo, el
acompañamiento del docente fue personalizado, con el fin de hacer seguimiento continuo y
atender las necesidades particulares de los trabajos bajo su tutoría. Sin embargo, como
consideración personal, la extensión de reuniones colectivas para la socialización de los
productos con los demás miembros del Semillero puede enriquecer el espacio, en la medida
en la se compartan perspectivas –por ejemplo, del estudio del conflicto armado en
Colombia, que es una de las líneas que más miembros agrupa–, referencias bibliográficas,
propuestas, nuevos proyectos, experiencias en eventos académicos, y presentaciones con el
fin de identificar de forma grupal debilidades y fortalezas en la expresión oral, corporal y
escrita.
En segundo lugar, es importante incluir de forma más activa a los estudiantes en los eventos
institucionales, con el objetivo de dar a conocer el trabajo que se desarrolla al interior del
Semillero, e interrelacionarse con demás estudiantes y docentes que dentro y fuera del
programa, promueven la investigación de la Universidad desde las líneas de Educación y
Cultura, Ciudadanía, Ética y Política, Territorio, Equidad y Desarrollo, Ruralidad,
Seguridad Alimentaria, Gestión y Competitividad de las Organizaciones, Innovación y
Tecnología, Salud Humana, Animal y del Ecosistema, y Biodiversidad.
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Por último, el proceso de construcción del proyecto estuvo acompañado por el docente tutor
desde el principio en la selección de variables de estudio, explicaciones analíticas para
facilitar la comprensión del fenómeno, y un continuo asesoramiento caracterizado por el
respeto durante cada una de las etapas de recolección de información, exploración
bibliográfica y composición escrita.

6. Proyección del trabajo realizado.
El acercamiento a los fenómenos sociales, modelos económicos, y estructuras de
propiedad de la tierra en la escena del conflicto armado, permite desde la academia
realizar una contribución a la comprensión del tratamiento que debe darse a la política
antidroga en materia de reducción de oferta durante el periodo de posconflicto, tanto para
reducir cultivos ilícitos como para gestar desarrollo económico en las zonas rurales. Ésta
investigación sugiere que la relación entre narcotráfico y el campo en Colombia, es un
punto álgido de la política antidroga, en la medida en la que está intrínsecamente
relacionado con cuatro problemas puntuales: primero, el 58,4% de los campesinos no
tienen tierra, es decir 6.5 de un total de 11.3 millones de personas (CEGA, 2015).
Segundo, de los campesinos que sí tienen tierra, el 61,3% no ostenta título de propiedad
(CEGA, 2015). Tercero, el 1% de la población tiene el 42,8% de las hectáreas rurales del
país (INCORA, 2014). Cuarto, entre el 2006 y el 2015 el conflicto armado redujo en
promedio el 6,8% el PIB agrícola (Minagricultura, 2015).
El conjunto de trabajos en los que se estudia la articulación entre la actividad agrícola y el
narcotráfico a la luz de la unidad de propiedad y procedencia cultural de la frontera interna
del Urabá, da lugar a continuidad en un espacio de posgrado en las áreas de conocimiento
de medio ambiente y desarrollo, de nuevos problemas de investigación planteados a partir
de los resultados encontrados, particularmente en la lógica que ha seguido la política
antidroga en su esfuerzo por reducir la cantidad de hectárea de coca, amapola y marihuana
cultivada, tanto por la vía de la sustitución como por la vía de erradicación forzada, en la
medida en la que ninguna de las dos alternativas ha resultado exitosa, porque el problema
agrario persiste, y los dividendos del narcotráfico continúan facturando en promedio US
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$390.000 millones anuales en el país (CEGA, 2015), de los cuales un residuo marginal
amplía la subsistencia agraria de los campesinos, ante las condiciones del mercado en el
que su producción lícita no es competitiva ni eficiente.
Así las cosas, cabe cuestionar para futuros escenarios de práctica investigativa las razones
por las cuales los programas de sustitución de cultivos ilícitos no han logrado articular a la
empresa privada y el Estado con el fin de equiparar el desbalance entre la agroindustria y la
pequeña y mediana producción, y evaluar la reforma agraria estipulada en el vigente
Acuerdo de Paz desde la necesidad de un programa que no se limite al reparto de tierras, e
integre verticalmente al campesino a la producción eficiente con base en las necesidades
del mercado y las particularidades culturales que el conflicto ha dejado en los territorios
rurales apartados.
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